Radicación: 66001-22-04-000-2020-00198

Titulares: Uber Arley López y Claudia Andrea Ramírez López

Accionado: Fiscalía 1º Seccional y otros 

Decisión: Niega


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / CARGA PROBATORIA DEL ACCIONANTE / DEMOSTRAR QUE PRESENTÓ LA SOLICITUD / REQUISITO ESENCIAL DE LA TUTELA.
La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas…
Dicho amparo consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo…
En el caso puntual, la parte accionante pretendía obtener una respuesta de fondo con respecto a unas solicitudes supuestamente radicadas en debida forma ante… COOMOEPAL, la Dirección Territorial del Ministerio de Transporte Seccional Valle y la Fiscalía Primera Seccional de Pereira; sin embargo, debe mencionar la Sala que en el expediente no se observa constancia que dé cuenta de la radicación efectiva de una solicitud ante las dos primeras aludidas.
Así las cosas, se puede concluir que la accionante no cumplió con la carga probatoria que le asistía para demostrar la ocurrencia del hecho, acorde con lo cual se puede concluir que la presente acción resulta ser improcedente, como así se habrá de declarar en esta oportunidad; tal como lo ha señalado el Órgano de Cierre en materia Constitucional, en asuntos como el que hoy nos ocupa:

“(…) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”, ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la acción de tutela interpuesta por el profesional del derecho CARLOS IVÁN GARCÍA TABARES, apoderado de los señores UBER ARLEY LÓPEZ y CLAUDIA ANDREA RAMÍREZ LÓPEZ, en contra de la COOPERATIVA ESPECIALIZADA DE TRANSPORTES COOMOEPAL, la DIRECCION TERRITORIAL DEL MINISTERIO DE TRANSPORTE SECCIONAL VALLE y la FISCALIA PRIMERA SECCIONAL DE PEREIRA.
ANTECEDENTES FÁCTICOS:

Refirió el accionante que el día 3 de noviembre de 2020 (sic), el señor Estiven Leandro Román Ramírez perdió la vida en el sector de Cerritos, jurisdicción del municipio de Pereira. 
El 11 de diciembre de 2019 se radicó derecho de petición ante la FISCALÍA 1º SECCIONAL DE PEREIRA en el que se pedía información necesaria para incorporar como prueba en un proceso de responsabilidad civil extracontractual promovido por la familia del difunto. 

El 7 de abril de 2020 envió un derecho de petición de información y documentos vía correo electrónico a la COOPERATIVA ESPECIALIZADA DE TRANSPORTES COOMOEPAL, y al MINISTERIO DE TRANSPORTE SECCIONAL VALLE, con idéntico objetivo.
A la fecha de interposición de la presente acción no había recibido ninguna respuesta. 

PRETENSIONES:

Acorde con la situación fáctica planteada, el accionante pidió el amparo de su derecho fundamental de petición y acceso a la administración de justicia, y como consecuencia de ello, se le ordene a las accionadas dar una respuesta afirmativa y de fondo a sus derechos de petición.
ANTECEDENTES PROCESALES:
El Despacho de conocimiento admitió la acción mediante auto, en el que ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la COOPERATIVA ESPECIALIZADA DE TRANSPORTES COOMOEPAL, la DIRECCION TERRITORIAL DEL MINISTERIO DE TRANSPORTE SECCIONAL VALLE y la FISCALIA PRIMERA SECCIONAL DE PEREIRA, para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. 

Dentro del término concedido por el Despacho, la FISCALÍA 1º SECCIONAL DE PEREIRA informó que ya había dado respuesta al derecho de petición incoado por el accionante, lo que fue corroborado por aquel. 
Por su parte, el MINISTERIO DE TRANSPORTE alegó que, según consulta del Sistema de Gestión Documental -ORFEO- y la plataforma PQRS Web de esa entidad, no se evidenció que el accionante ni su apoderado hayan radicado ningún derecho de petición. Además, resaltó que en las pruebas aportadas no se aportó el número de radicado que se asigna al momento de presentarse solicitudes ante dicha Cartera Ministerial, tampoco aporta copia o número de guía de envío a través de algún medio de mensajería certificada. En igual sentido, sostuvo que el único canal de correo electrónico autorizado para para la recepción de Peticiones, Quejas, Sugerencias y Reclamos – PQRS es servicioalciudadano@mintransporte.gov.co. 
La COOPERATIVA ESPECIALIZADA DE TRANSPORTES COOMOEPAL, pese a haber sido notificada en el único buzón electrónico que se aprecia en su página web https://coomoepal.com/contacto/
, guardó silencio frente al traslado. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 37 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017.

Problema jurídico: 

Le corresponde a la Colegiatura determinar en esta oportunidad si las autoridades y personas involucradas vulneraron el derecho fundamental de petición de la parte accionante, por no dar respuesta oportuna a unos derechos de petición que dice haber radicado ante cada una de ellas. 

Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Dicho amparo consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

En el caso puntual, la parte accionante pretendía obtener una respuesta de fondo con respecto a unas solicitudes supuestamente radicadas en debida forma ante la COOPERATIVA ESPECIALIZADA DE TRANSPORTES COOMOEPAL, la DIRECCION TERRITORIAL DEL MINISTERIO DE TRANSPORTE SECCIONAL VALLE y la FISCALIA PRIMERA SECCIONAL DE PEREIRA; sin embargo, debe mencionar la Sala que en el expediente no se observa constancia que dé cuenta de la radicación efectiva de una solicitud ante las dos primeras aludidas. 
En ese orden, debemos decir que, como es de público conocimiento, cuando una persona realiza una solicitud en una entidad pública, incluso en aquellos eventos en que la misma se realice de forma verbal o por medios virtuales, la entidad o autoridad ante la cual se dirige expide una constancia con un radicado, o por lo menos un recibido con la acreditación del sentido en que se realizó la petición, o su contenido, certificación que en esta oportunidad no se observa, cosa que siempre debe verificar el Juez de tutela en el momento de revisar si a un ciudadano que acude a la acción de amparo se le quebrantó o no su derecho fundamental de petición.
Por esa misma línea, se puede apreciar en la página web de la COOPERATIVA ESPECIALIZADA DE TRANSPORTES COOMOEPAL que el correo que allí figura es COMERCIAL@COOMOEPAL.COM, y si bien es muy probable que la entidad cuente con otros buzones electrónicos, la Colegiatura no cuenta con prueba de ello, y se reitera, el accionante NO aportó ni de forma mínima una constancia de recibido de su petición. Igual cosa ocurre en lo que tiene que ver con el Ministerio de Transporte, el cual en su página de consulta electrónica
 tiene destinado un correo electrónico específico para radicar peticiones, quejas y reclamos: servicioalciudadano@mintransporte.gov.co. 
Así las cosas, se puede concluir que la accionante no cumplió con la carga probatoria que le asistía para demostrar la ocurrencia del hecho, acorde con lo cual se puede concluir que la presente acción resulta ser improcedente, como así se habrá de declarar en esta oportunidad; tal como lo ha señalado el Órgano de Cierre en materia Constitucional, en asuntos como el que hoy nos ocupa:

“(…) partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”, ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”. 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela.”

Finalmente, en lo que tiene que ver con la FISCALÍA PRIMERA SECCIONAL DE PEREIRA, se habrá de declarar la carencia de objeto, dado que aquella dio respuesta de fondo a la petición que de forma presencial radicara el accionante ante dicha oficina. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR la acción de tutela interpuesta por el profesional del derecho CARLOS IVÁN GARCÍA TABARES, apoderado de los señores UBER ARLEY LÓPEZ y CLAUDIA ANDREA RAMÍREZ LÓPEZ, en contra de la COOPERATIVA ESPECIALIZADA DE TRANSPORTES COOMOEPAL y la DIRECCION TERRITORIAL DEL MINISTERIO DE TRANSPORTE SECCIONAL VALLE. 

SEGUNDO: DECLARAR UNA CARENCIA DE OBJETO en lo que tiene que ver con las pretensiones formuladas en contra de la FISCALIA PRIMERA SECCIONAL DE PEREIRA.
TERCERO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada
� COMERCIAL@COOMOEPAL.COM


� https://www.mintransporte.gov.co/


� Corte Constitucional, sentencia T-130 de 2014, M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez
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